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l. INTRODUCCIÓN 

Traspasado el ecuador de la segun­
da década tnts la prumulgftción de la 
Constitución Española de 1978. conti­
núa sin abordarse en profundidad la con­
figuración de una Función Pública de 
las Administraciones Púbhcas que dcbt'. 
dar respuesta a las nuevas situaciones 
d~rivadas d.;l ordcu constitucional , 
como es la organización territorial del 
E.~tado. cuya incidencia en la Función 
Pública es irmegabk. 

Las vicisitudes sobre el modelo de 
función pública que vienen sufriendo to­
davía la mayoría de las Comunidades 
Autónomas. y la necesidad dcquc-laAd­
ministmción General del Estado, efec­
túe definitivamente ·la reforma;(le--ln 
Función Pública en clárnbjto de su Ad­
ministración Pública para adaptarla a la 
realidad del marco territorial -del>Esta­
do espafiol, deviene. en la ccmvenienci.a 
de que Jos PaderesEjecutivo,yl:.cJJisla­
tivo, sin más demoras, den cumplimien­
·to ;\1 mamlat.o constitucioncl.del artícu­
lo:149,I.J8 y:en un;textu ·únicMcgulcn 
el:régimen·estatutariode los•funciona-

p1iblicos, se considera que sería In oca­
sión propicia para efectuar una amplia 
refonna de la vigente legislación, y uni­
ficar en un texto legal la multiplicidad 
de normas ahora dispersas. y a la ve7. 
tratar de dar respuesta a las nuevas si­
!Uaciones que se derivan de la tanta ve­
ces preconizada rcfonna de la Adm inís­
tración General del Estado y de la 
coordinación de las diferentesAdmims­
traciones Públicas, cspcdalmentc las de 
las Comunidades Autónomas entre sí y 

con la General del E~rado. 

II. RESERVA LEGAL 

El principio de reserva de Ley, es 
aquél según el cual sólo por Ley pue­
den adaptarse determinadas regulacio" 

nes ('). 

· El an" 103.3 de la Consti tución-es­

tablece una reserva legal ·para .cLcstlttu­
lO de los funcionarios plÍblicos. al de­
cir,el texto constitucional :- "La Ley 
regulará destatuto 'de los funcionarios 
públicos; el acceso a la·.función pública 
de acuerdo con los principios de mérito 
y capacidad, las peculiaridades del ejer­
cicio de su derecho a sindicación, el sís-

( ') GAJ~CIA DE ENTERRIA. 
Educrdo y FER"iANDEZ RODRI­
GU t.Z, Tomás Hnmón. "Cun;o úo 
Derecho 1\dmini~tr.uivo· · . Madrid, 
t993. •·~~. 2n. 
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'
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lema de incompati bilidades y las garan­
tías pam la imparcialidad en el ejerci­
cio de sus funcione;;"_ 

Pese a dicha imposición constirucio­
nal, alguno de Jos pasos <JUe en matet i~ 
de función púhlica se han dado en de­
sarrollo del ciutdo precepto, han sido a 
través de la Ley 30/1984, tic 2 de Agos­
to, de Medida s pa ra la Refomta dt: la 
Función Pública. la cual en opinión de 
PALOMAR OLMEDA(') "es en grdn 
medida, una Ley deslegalizadora". Esra 
praxis ya la había mantenido el Profe­
sor GARRIDO FALLA (-' ¡ re,pecto de 
algunos artículos concretos de la Ley 
(por ejemplo el 3.1. ei 27, la Disposi­
ción Adicional Tercera ... ), al opinar que 
se autoriza al Gobierno a casi todo, lo 
que difícilmente es admisible con ia 
voluntad manife~rada ¡x>r el conslilu­
yente en el referido arl. 103.3 de la C. E. 

El Trihunal Constitucional en Sen­
tenc ia 83/!984, de 24 de Julio, mani­
fiesta que el principio de reserv~ de 
ley entraña una gar:mtía c>cncial de 
nuestro Estado de D,:recho. y " ... su 
significado último es el de asegurar 
que la re gu lación de los ámbitos de 
libcrlnd que corresponden a los á •· 
dadanos dependa exclu>ivamente de 
la \'Oluntad de sus representantes, por 
lo q t t<.: tales ámbitos l1an <k quedar 
exentos de la acción del ejecutivo y. en 
consecuencia, de sus producros nor­
mativO> propios. que son los regla­
mentos. El princi pio no excluye, cier­
tamente, la posibilidad de q~c !as 
leyes contengan remisiones a normas 
rc:gt'ilrnenran·a:o;, ~ro s t' 41J:: m1\::> re­

misiones ha¡;an posible una regula­
ción independ iente y no claramente 
subordinada a In Ley, lo que supon­
dría una degradación de 1 ~ reserva 
formulada por la constitución a fa\'or 
del legis lador'' . 

Pero ha sido sin duda en la lra!ic~n ­

dental Sentcnc1a \19/l l)S7, de 11 de Ju­
lio, en la que el Tribunal Comtitucio­
nal al resol ver el rccurw u e 
inconstiluCJonalidad promovtdo por 54 
Diputados contra dctcn ninados precep-

tos de la citada Ley 30/1984, de 2 de 
Agosto, de .Medidas para la Reforma de 
la Función Pública, ha concretado su 
posición respecto a la reserva de ley en 
materia de función pública. y de fom1a 
muy significativa dice el Tribunal Cons­
titucional: , .... en el art. 103.3 de la Cort~­
tiiUción se est~blece, efectivamente, uru1 
reserva para la regulación por Ley de 
diversos ámbims de !a Función Públi­
c~. enlre los que se cuenta el "Estntuto 
de los fu ncionarios públicos". Esta ma­
teria queda. a~í. stt>trnídü a la norma­
ciún reglamentaria, mas nu en el senti­
do de que las dispo.>ictones del 
Gobierno no puedan, cimndo nsí lo rc­
qnicro la Ley, colaborar con ésta par.1 
complementar o particularizar, en :ls­
pcctos instrumentales y con la debida 
sujeción, la ordenación legal de lama­
teria reservada. pues esta w l:tboración. 
que, en ténninos de política legislativa. 
habrá de resullar pert inente en muchos 
ca~os. no será contradictoria con el dic­
t~do de la Constitución cuando la remi­
sión al reglamento lo sea, estrictamen­
te, para desarrollar y complementar una 

previa determinación legis!Jtiva. 

En este ámbito. por Jo tamo, habrá 
de ser sólo la Ley !a fuente introducto­
ra de las nunnas reclamadas por la 
Constitución, con la consecuencia de 
que la potestad reglamentaria no podrJ 
desplegarse ~t¡u í innovando D sustítu· 
yendo a la disdplina legislariva. no sién­
Jolc tampoco posible al legislador dis ­

poner de la reserva misma a 1r~1vés de 
temisiones incondicionadas o carentes 
de límites cienos y estrictos, pues ello 
e1Hnur"'n~ un u\:..,ayuui.:Ci2.ilnCutv ub ' 

Parlamento en fa\'or de la potestad :·e­
glamemaria qoe sería comrario ¡¡l¡t nur­
ma conslitucional creadora de la reser­
va. Tnclusn con relación a los :imhitos 
reservados por la Consti tución a la re­
gularización por Ley no es, pues, im­
posihlc una intervención auxiliar ocmn­
plemenl aria del reglamento, pero 
siempre que estas remisiones "sean la­
les que restrinjan, efectivamente, el ejer­
cido de esa p<Jtestad (r~glamentari a) a 
un complemento de la regulación legal, 
que sea indispensable por moti\'OS téc-



nicos o para optimizar el cumplimiento 
de las finalidades pmpucst~s por la 
Constitución o por la propia Ley", de 
tal modo que no se llegue a "una lOI<tl 
ahdicHcíón por parte det legislador de 
su hKultad para establecer reglas limi~ 
rativas, transfiriendo esta facu ltad al ti· 
tular de la pot.ts:ad reglamentaria~ sin 
!Ijar ni siquiera cuáles son lo> fines u 
objetivos que la reglamentación ha de 
persegu ir". 

Consecuentememe, del tenor del i n~ 

ciso prim~ro del art. i03.3 de la Cons· 
titución. se desprende la necesidad de 
una ley formal para regui2r el estatuto 
de los funci()narios públicos, siendo 
aquel precepto u na de las manifestaci o­
nes del principio g~ncr~l ~onsti tucion~l 

de la rendencia de reserva legal para 1 as 
materias más destacadas. 

111. CONCEPTO 

Al utilizare! consnruyente en el art. 
14<).1.18 la expresiún "régimen cstutu­
tario", parece que ha de entenderse que 
con tal expresión se refería a la relación 
jurídica de servicio que vincula al fun­
cionario con)¡¡ Admini'>lr~ción en la que 
se mcardina. 

Sin nnbargo, la tlo~trina no ha sido 
uniforme en la significación conceptual 
de la referida expresión, y a.~í siguien~ 

do a PARADA VAZQUEZ (' ) se obser­
va que dicha expresión "régimen esta­
tutf.no" tk los funcionarios suscitó dos 
teSIS comrapuestas: "una, autonomista, 
que entendía que el régimen estatutario 
110 compr~ndía más que los aspectos 
JUrídicos de la re!aci ón funcionanal ta~ 
les como definición del concepto de 
funcionario, derechos y •.kbercs, situa~ 

dones admini>rrativas, potestad disci .. 
plinaria, gamntías, nacimiento y extin~ 
ción tk la rel:tción funciona ri al, 
básicamente, remitiéndose, en conse~ 
cuencia, a las Comunidades Autónomas 
la rcgulacióu del modelo y a.~pcctos m­
ganizatorios de la func1ón pública; otra 
estatalista; para la que en el concepto de 
régimen estatutario y en la competencia 

del E>tado no sol~mente ''e incluían 
aquellas mareria.~ t-elacionales o estric~ 
tmnente ;urídicas, sino raonbién las re· 
glas definidoras del modelo y de la or~ 
ganización de la función Pública, tales 
como sisterna de cuerpo> o <.k puestos 
de Trabajo. régimen de carrera. aseen~ 
sos. formación de los funciomuios, etc.··. 

En la Sentencia 7ó/t 983. de 5 de 
Agosto, sobre los recursos prevws de 
inconstisucionalidad plam..:ados contra 
el Pwy~to de la LOAP.A., el Tribunal 
Constitucional al anal izar los lftulos 
competencia les z:n m a tcrí a t.k función 
pública 4ue con-espondcn al Estado, de~ 
renninó qu~ ''el artículo 149_1. ! 8 de la 
Cnnstirución reconoce al Estado com~ 

petencia ~xclusiva para dictar las bn.~cs 
del régimen jurídi~o de las Administra~ 
cienes Públicas y del régimen estatuta~ 
rio de sus funcionarios. De d lo deriva 
una competencia esraral en materia de 
función pública: 1 .•) competencia para 
regular los ~spcctos bá~icos de la situa~ 
ción personal de lo;; functonarios, es 
'kcir, de la denominada relación de ser~ 
vicio, contenido iJJdi~cutibk del régi~ 
men esta!Utario, y 2.' ) .. ,"_ 

Para otros lloc trinalislas, como E:"'~ 
TRENA CUESTA (l), el "E~Ill!UIO de los 
fundonaríos públicos" queda 5ustrnícto 
a !;1 nonnación reglmnemaria, salvo que 
el reglamento se limite a completar o 
particulari7.ar, en a~pcctns inslrumcnta­
le~ y con la debida sujeción, la ordena­
ción ieg¡¡l de la materia reservada, y des~ 
laca que el rut. 149.1 .1 8 de la Consritu~ 
ción mcluye como competencia exc!u~ 
s iva del Estado las bases del "régimen 
estatutario de sus funcionarios". lo que 
implica el carácter compar1 ido de la le~ 
gislación sobre dit:ha materia; en el sen~ 
tido de que habrá de ser el Estado, en 
todo caso, el que dicte las ha5es que de~ 
limiten el campo kgislarivo autonómi~ 
co, sin que ello suponga exclusión o va~ 

ciamiento de las competencias de las 
Comunidades Autónomas. 

Así pues, es fácil colegir que, conti~ 
nuando con la thsificación de Parada, 
la tesis dominante ha sido laestatalista. 

(' ) PARADA VAZQUEZ, José Ra­
món. ·~ Derecho Adtmnlstr.stivo. Or­
ganiznción y empleo pübiico" Mt~~ 
dml. t•J86. Pág. 283. 

(') El\'TRENA CUESTA, R•faol 
''C,.Ir.~odc. Der~cl;o A.dminf:O.trouivn". 
Muurid, 1990. Plig, 324 y ss. 



(")COSCUg t\:JF-I:A MONTANER. 
LÚi¡;:; ·nEn tomo '.U Jus· transferencias 
de-:-fUnciones ·ar:·las .. ComunJdades 
A"tóm.>Olo•"· Revisla Española de 
Derecho Administrativo. f'úmcru 
't 8/'Madrid. 1978. P:!g. :173. 

.. :_~ ·,. 
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í') SANTI\MARIA PASTOR , Juan 

A llonso. "Fundamentos de Derocho 
Administrativo 1". Madrid. 1991. 
Pág. :.097. 

IV. DOCTRINA CONSTI­
TUCIONAL 

El cilado art. 149.1.18 de la Consti­
tución atribuye al Estado la competen­
cia exclusiva de las bases del régimen 
csrarutario de los fu ncionarios de las 
Adminislrnciones Públic"s. Por lo ran· 
to, d punto de pa1tida es la considera­
ción de la exclusividad del art. l 49.1 a 
favor del Estado en dicha materia, si 
bien e.~ sólo parn "los contenidos blisi­
cos" del ré¡;imcn estalutario de los fun­
c ionarios, o como alguna doctrina dice, 
bajo el vocnblo de bases se está refirien­
do a "Jo esencihl'', lo ''básico". No cabe 
a priori una definición global y única 
de lo "básico", sino que habría que es­
tar a lo que en cada materia determine 
para definirlo, aunque al menos se pue­
de indicar que las bases tienen que cu­
brir el mínimo común uniforme a lodo 
el E~lado, de manera que se gar:mri c~ 

lo unifonne siempre arendiendo al in· 
lerés general, y a la unidad del Estado. 
Lo básico debe estar delimi!ado por la 
ley (STCo. 321198 !, de 28 de Julio: 32/ 
1983, de 28 de Allril; 42/1983. de 20 de 
Mayo). 

Eo lo que respecta al régimen esta­
tutario de fundonarios, e l Profesor 
COSCULLUELA MONTANER n. 
esrima que "el régimen fu ncionarial 
auwnómico no licnc por qu~ responder 
a unos principios de ordenación dife­
rentes en carla Comunidad y respecto 
del Estado". 

Pam d Tribunal Constitucional la 
noc1ón ce bases o d~ norma> oa1>1cas na 
de ser entendida como noción mar erial 
(Sentencia de 28 d~: Julio de 1981), lo 
que supone que unas nonnas no son 
básicas por el mero hecho de estar cons­
ti tuida~ en una ley y ser en ella califica· 
das como tales sino que lo esencial del 
concepto de bases es su contenido (sen­
lencia de 28 de enero de 19X2). De aquí 
se. de~prende, como opina el Profesor 
TOMAS RAMON FERNANDEZ (') 
que ';esos principios o cmerios básicos, 
estén o no fonnulados como tales .mn 
los que rncionalmeme se deducen de la 

kgislación vigenle, incluso de la pro­
pia legislación preconsti tucional, en la 
medid:\ que no haya sido afectada por 
la Con'>titución ... la consagración de un 
concepto material de bases o de normas 
básicas aclar.r el problema de su rango, 
que rras la doclrina de la Sentencia de 
28 de Julio de 198 1 puedr. siutcti7.arsc 
así: Dado el carácter fundamental y ge­
neral de las normas básicas, el inslru· 
mcnlo para eslablecer con posterioridad 
a la ConsJilución es la Ley. Excepcio· 
Mlmente, sin embargo. el Gobierno 
podr:i lija:· por Real Decreto, de mudo 
e omplememariu, alguno de los a>pec · 
tos bá~icos de llna materia determina­
da ... ". 

En materia de régimen estamtario de 
los funcionarios, (:omo al Es1ado le co­
rrc~ponden las bases. a las Connmida· 
des Autónomas en el marco de compe· 
lencias que la Constitución le haya 
nlribuido y por su correspondiente Es­
\atulo de Autonomía hayan asumido, les 
corresponderán las nonnas de dcsano· 
llo y la eJecución. Así, el Eslatcto de 
Autonomía de Andalucía, en su art. 
1 5.1 .1 ' . dispone que: "corresponde a la 
Comunidad Autónoma de Andalucía, en 
el marco de la regulación general del 
E.~tado , el desarrollo legislativo y la eje­
cución de las siguientes m~reria s: Ré · 
gimen jl!fídico de la Administración de 
la Comunidad Aulónoma de AnW.Iucía 
y r~gimen estatulario de sus funciona· 
ríos". Conviene precisar qu.: cslc cle.~ a­
rrollo legislativo auronómico pennite ia 
innovación so brc tema~ que. respecto a 
dicha materia, no estén regulados en 1~ 
JCgiS iltt:IU'Il CSUila l: e~ Ol:tli·, qut: lÜ!ilt t:f 

!Imite negativo de "I:IS bases" del E~ta­

do, y ello se desprende de la Semencia 
5/1982. de 3 de febrero. 

Sin embargo, siguiendo al Profesor 
SANTAMARIA PASTOR(' ) ';pese a las 
posibilidades noml:\livas que la distribu­
ción constiiUcional de competencias les 
~onficre a las Comunidades Aurónomas 
se han movido hasta la fecha con·~ ,·a n 

prudencia a la hora de establecer regula· 
ciones propia' ... por lo que se conserva 
un allo nivel de unifom1idad: ~u activi-



dad normativa se ha centmdo hasw aho­
m en los campo> <k la función públic;t y 
de los bienes (y, en estos casos. con no;­
masque no introducen innovacionc> ~us· 

tanciales ~n el régimen común ya esta­
blecido por las normas estatales) .. .''. 

Para cnt~nllcr adet:uadam~nl~ la ex­
presión ·'régimen estatutario de los fun­
cionarios" o "estatuto de los funciona­
rios púhlicus",cs fundamental el estudio 
detenido del apartado cj del Fundamcn· 
toJurídico n" 3 de la Semencia 99/1937, 
de l J de Junio, en la que el Tribunal 
Consmuctona! se pronuncia en favor de 
cum;idcrar urw interpretación muy am· 
plia, al estimar que "es este un ámbito 
cuyos contornos no pueden cleiinirsc en 
abstrdcto y a priori. pero en el que ha 
de entenderse comprendida, en princi­
pio, la nurmación rdmiva a la ;;uquisi­
ción y pérdtda de la condición de fun· 
c!onario, a las condic ione:; de 
promonón en la carrera administrativa 
y a las situaciones que en esta puedan 
tlarsc, a los derechos y deberes y res­
ponsabilidad de los funcionarios y a su 
régimen disciplinario, as[ como a la 
cre~ción e integración, en su caso, de 
Cuerpos y Escalas fu ncinnariaks y al 
modo de provisión de puestos de traba­
jo al servicio de las Adminisrrac10nes 
Públic;1~, pues habiendo optado 1 ~ Cons­
ti tución por un régimen estatutario, con 
carácter general, para los servidores 
públicos (arts. 103.3 y 149.1.1 3). habr..i 
de o;er también la Ley la que determme 
en qué casos y con <¡aé condiciones pue­
dan reconocerse otras posibles v[as para 
d acceso ni servicio de la Administra­
ción Pública. Las normas que discipli­
nen estos ámbitos serán, en el concepto 

constitucional. ordcn~doras del E5tatu­
to de Jos fun:::iona:i os públicos. pues 
todas ellas interesnrin directameme a las 
relaciones entre estos y (¡¡,, Adl!l inístra· 
ciones a b., que. sirven. configurando así 
el régimen jurídico en e l que pueda na­
n:r y dcsenvolver.;c la Cündit:i6n de fun­
cionar:o y ord~nando su posición pro­
pia ene! seno de la Administración. Esta 
nonnación, en virtud de la n-:_~crva cons­
tirucioroal a la que viene h:~ciendo refe­
rencia, habfá de ser dispuesta por el le­
gislador en té rminos taks que, de 
conformidad con lo Jotes observado. 
seü reconocible en la L''Y misma una 
dctenninación material suficiemc de los 
ámbitos así i nc:Juid,1s en el Es tatuto tun· 
cion.1ri~l. descan ándose, de este modo, 
todo apoderamjemo explícito o implí­
cito a la potestad reglamentaria para 
sustih:ir n la nom1a de Ley en la labor 
que la Constituc it'Jn le encomienda". 

Por üitimo, para quienes puedan es­
tar intere;;adns en esta materia, se rese­
ñan diversas sentendas dGl TribtlllHl 
Coustitucional rcferent.es a la misma y 

en alguna~ de l a~ cuales se estudia ade­
más la delimitación de los títulos com­
petcnciaies estatal y autonómicos, por 
considerarse clarif-icadora~ de In mñs re­
ciente doctrina constitucional: Sentencias 
números 67/1989, de 18 de Abril: 146/ 
l989,de21 dcScpticrnbre; 19jl 991,de 
31 de l:inero: 27/1991. de 14 tk Febrero: 
235/1 99 1. de 12 de Diciembre; 151/ 
1992. de 19 de Octubre; 4/1993, du 14 
de Enero; B/1993, de 2 1 de Enero; 302/ 
!993, de 21 de Ü(· tubrc: 3R5/l 'Jl):l, de 
23 de Diciembre: 388/!993, de 23 de Di­
ci~mbre ; 60/1994, de 2í\ de Febrero y 
178/1994, de 16 de Junio. 
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